Ley de Financiamiento Educativo
PLANIFICACIÓN Y COMPROMISO
Por Horacio Landreau (*)
La ley es un pilar estratégico nacional de creación social y tiene objetivos plurianuales; es decir, que traspasan nuestra gestión porque trabajamos hacia 2010. Acorde a esto, existe un importante compromiso entre la Nación y las provincias, cuya meta de participación es el 6% del Producto Bruto Interno, para, de ese modo, alcanzar a Educación, Ciencia y Tecnología. 

En este sentido, los equipos de las Direcciones Educativas, las Secretarías de Educación, de Planeamiento, y todo el Gabinete, tienen exigencias de planificación y de proyección. Justamente, porque el Ministerio de Educación de la Nación -autoridad de aplicación de la ley- pide que proyectemos el escenario futuro para la construcción del indicador 2007 del presupuesto nacional; cuál va a ser el escenario en el que se desenvolverán las tres variables que la ley prevé del coeficiente de distribución entre las provincias. Y si bien la Ley de Financiamiento tiene vigencia a partir de 2006, ya se está trabajando, desde su vigencia y su promulgación, para el 2007. 

El criterio de esta normativa legal se basa en tres factores: la participación de ésta en cada provincia es del 60% desde niveles iniciales a niveles superiores no universitarios –Provincia de Buenos Aires contribuye con una proporción muy significativa de la matrícula-; la incidencia relativa a la ruralidad -cantidad de alumnos de población rural respecto al total de la matrícula de la educación común-; y la participación de la población no escolarizada centralizada en la población de los chicos de 13 a 17 años.

La ley debe instalar una dinámica de planificación y de proyección de los escenarios de monitoreo, de supervisión y de control porque también nos exige cuestiones de publicidad. El compromiso de las provincias es difundir públicamente las metas y el grado de evolución del cumplimiento de las mismas. Por otra parte, fija la necesidad de publicar de manera periódica los recursos invertidos en cada una de ellas con respecto a la norma y establece un límite vinculado a la participación del presupuesto educativo en relación al gasto público total que es del 34%. 

Lo importante a destacar es que el lanzamiento de la ley va a permitir trabajar mejor en los servicios centrales y establecer una conexión con todos los equipos de este gobierno provincial. 

(*) Auditor General de la DGCyE
